
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / NEGAR DICHA CALIFICACIÓN O RETARDARLA INJUSTIFICADAMENTE VULNERA AQUEL DERECHO MÁS QUE EL DE PETICIÓN.
… sucede aquí que la jurisprudencia ha enfatizado en que la prerrogativa que es menester proteger en asuntos como el presente, en caso de que se verifique su conculcación, es el derecho fundamental a la seguridad social, derivado de la negativa, sin legítima justificación, de la entidad encartada para llevar a cabo la calificación deprecada.

En consecuencia la Sala centrará su análisis, principalmente, en la vulneración del citado derecho. (…) 

“… la jurisprudencia ha identificado que se vulnera el derecho a la valoración de la pérdida de capacidad laboral en diferentes circunstancias. Puede ocurrir cuando se niega la práctica de la valoración, o cuando se imponen barreras injustificadas para la misma, a pesar de que la entidad está obligada a llevarla a cabo. Las dos circunstancias pueden ser violatorias de los derechos fundamentales del accionante. Así también lo han mencionado otros pronunciamientos de esta Corte que además resaltan, que la vulneración se efectúa contra una persona en estado de indefensión. Por ejemplo, la sentencia T-038 de 2011 sostiene:

“Ahora bien, la vulneración de los derechos fundamentales por la negación del derecho a la valoración no sólo ocurre cuando ésta se niega, sino cuando no se práctica a tiempo, complicando en algunos casos la situación del afectado. En ambos (sic) situaciones la consecuencia de negarlo o dilatarlo en el tiempo afecta gravemente a la dignidad humana poniendo a quien pretende ser beneficiario de la pensión de invalidez en una grave situación de indefensión.”…

Perfilado así el asunto, a juicio de la Sala, la carga que Colpensiones le impuso al accionante desconoce los lineamientos jurisprudenciales expuestos, en la medida que pudo la administradora de pensiones, en uso de sus facultades, adelantar las gestiones necesarias para obtener los exámenes, pruebas, valoraciones y/o revisiones especializadas con el fin de determinar con claridad, la incidencia del diagnóstico del accionante en su pérdida de la capacidad laboral. 
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la entidad accionada contra la sentencia del 2 de octubre último, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Luis Darío Idárraga inició frente a Colpensiones.

 


ANTECEDENTES
  



En su propio nombre, Luis Darío Idárraga, acudió a este medio en procura de la protección de sus derechos “de petición, salud, seguridad social, calificación laboral en relación con la seguridad social, dignidad humana, igualdad, debido proceso y mínimo vital” que considera conculcados por la entidad accionada.





Informó que el 31 de mayo de 2018 radicó ante Colpensiones una solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral, frente a lo cual, el 21 de junio siguiente, se le comunicó que para continuar con el trámite, debía aportar algunos documentos relacionados con su historia clínica. Explicó que el 25 de julio, por correo certificado, envió a Colpensiones un derecho de petición en el que solicitó que se diera trámite a su calificación de pérdida de capacidad laboral, teniendo en cuenta que a la hora de solicitar la asignación de cita aportó, en forma integral, su historia clínica con las  valoraciones que nuevamente le habían solicitado.




Adicionalmente hizo saber que su escolaridad alcanza el segundo de bachillerato, que cuenta 63 años de edad y que se dedica a tareas agrícolas, empero su capacidad laboral se ha visto menguada debido a múltiples problemas de salud.  





Pidió, por tanto, ordenar a  Colpensiones fijar fecha para el trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral, teniendo en cuenta que al momento de solicitar la asignación de la cita aportó toda la documentoación requerida para llevar a cabo dicha valoración.  
  



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de dos días al Gerente de Determinación de Derechos, al Director de Medicina Laboral y al Director de Acciones Constitucionales, todos de Colpensiones.





Compareció el Gerente de Defensa Judicial de Colpensiones para informar que el 26 de septiembre de este año se emitió respuesta al derecho de petición radicado por el accionante en la que se le informó que, luego de validar la documentación por él aportada, se hizo necesario que allegara una “valoración ambulatoria completa no mayor a seis meses (2018) de médico especialista en ortopedia indicando goniometría de hombros y rodillas, urología neurología y psiquiatría legible”; lo que no se hizo, y en consecuencia, se le explicó que debe iniciar nuevamente el trámite para la calificación de pérdida de capacidad laboral, porque el radicado inicial se cerró.  




Pese a que sí hubo contestación de la accionada durante el decurso de primera instancia, el Juzgado en la sentencia amparó el derecho fundamental de petición, en consideración a que Colpensiones guardó silencio durante el término que se le concedió para que compareciera al trámite. 





Tal circunstancia derivó en en que se presumieran ciertos los hechos de la demanda, en virtud de lo establecido en el artículo 20 del decreto 2591 de 1991; como así fue, se les ordenó a todos los funcionarios convocados de Colpensiones contestarlo.    





La entidad alzó su voz para insistir en que la contestación ofrecida el 26 de septiembre, resolvió de fondo el petitorio elevado por el señor Luis Darío Idárraga; corolario de ello, estima superado el hecho que causó la presunta vulneración; para el efecto allegó nuevamente copia de la respuesta y de los reportes de correspondencia relacionados con la entrega del oficio.   

CONSIDERACIONES

Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.





En uso de tal prerrogativa Luis Darío Idárraga, hizo valer su derecho fundamental a la seguridad social, comoquiera que según denunció, Colpensiones se niega a fijarle fecha para llevar a cabo la valoración de su pérdida de capacidad laboral, solicitada desde el 31 de mayo de este año, bajo la falsa premisa de que él no aportó completa y actualizada la historia clínica requerida para tal efecto. 




Preliminarmente, señala la Sala que la legitimación en la causa por activa es clara, en la medida en que el promotor es quien radicó la petición cuya contestación se demanda (f.10, c.1)
. Por pasiva, sin embargo, en la normativa que rodea las funciones de quienes conforman la estructura interna de Colpensiones, la carga a imponer recaería, en forma exclusiva, en la Dirección de Medicina Laboral. 




Tal circunstancia se verifica, en las contestaciones ofrecidas por la entidad (f. 40 y 43 c. 1); en ese orden de ideas, la citada dependencia, sería la llamada a responder por el derecho reclamado, no así el Gerente de Determinación de Derechos y el Director de Acciones Constitucionales, quienes también fueron convocados en primera instancia. Si se lee el Acuerdo 108 del 01 de marzo de 2017 expedido por la Junta Directiva de Colpensiones, en especial, lo que indica el numeral 4.3.2.2 en su artículo 4º, acorde con lo requerido en la demanda, se tiene que corresponde a aquella Dirección 
  



4.3.2.2. Adelantar las actividades necesarias para la calificación en primera oportunidad de la pérdida de la capacidad laboral, de acuerdo con la normatividad vigente.

Por ello, si en primera sede se estimaron conculcados los derechos fundamentales del actor, la orden debió impartirse excluisvamente contra la citada dependencia. 

También es importante dejar claro que la contestación ofrecida por Colpensiones tendrá que ser valorada por la Sala, en consideración a que, como se evidenció en los antecedentes de este fallo, en primera instancia se omitió hacerlo. 

Pues bien, si este concreto asunto se tratara solo de absolver lo relacionado con la vulneración del derecho de petición, se tendría que, con la contestación allegada al plenario por parte de Colpensiones, habría que dar por superado el hecho transgresor, que motivó la interposición del amparo, como en efecto se hará.
Así se afirma porque la entidad accionada, aunque tardíamente, lo que de por sí ya implica una transgresión del derecho, el 26 de septiembre (f. 43, c.1), dio contestación de fondo y congruente con lo pedido desde el 27 de julio (f. 10 a 14, c. 1), en la medida que detalladamente le explicó al accionante el porqué de la negativa para proceder con la fijación de fecha para la calificación de la pérdida de capacidad laboral. 

No obstante, sucede aquí que la jurisprudencia ha enfatizado en que la prerrogativa que es menester proteger en asuntos como el presente, en caso de que se verifique su conculcación, es el derecho fundamental a la seguridad social, derivado de la negativa, sin legítima justificación, de la entidad encartada para llevar a cabo la calificación deprecada.
En consecuencia la Sala centrará su análisis, principalmente, en la vulneración del citado derecho. 

En lo que toca con la procedencia de la acción de tutela en este tipo de asuntos, es necesario recodar lo que sobre ese aspecto ha explicado la Corte Constitucional: 

“3.1. Como exigencia general de procedencia de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Carta y al 6 del Decreto 2591 de 1991, se encuentra su carácter subsidiario, que tal como lo ha expresado la Corte Constitucional en diversa jurisprudencia, puede ser utilizada ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales bajo las siguientes implicaciones: i) Que no exista otro medio judicial a través del cual se pueda resolver el conflicto relacionado con la vulneración del derecho fundamental alegado; ii) Que aún existiendo otras acciones, éstas no sean eficaces o idóneas para la protección del derecho; o iii) Que siendo estas acciones judiciales un remedio integral, resulte necesaria la intervención transitoria del juez de tutela para evitar la consumación de un perjuicio irremediable.


3.1.1. En el mismo orden de desarrollo, la Corte ha objetado la valoración genérica del medio de defensa ordinario, pues ha considerado que en abstracto cualquier mecanismo judicial puede considerarse eficaz, dado que la garantía mínima de todo proceso es el respeto y la protección de los derechos constitucionales de los asociados. Por esta razón, la jurisprudencia ha establecido que la eficacia de la acción ordinaria solo puede prodigarse en atención a las características y exigencias propias del caso concreto, de modo que se logre la finalidad de brindar plena y además inmediata protección a los derechos específicos involucrados en cada asunto.

(…)


En efecto, la calificación por pérdida de capacidad laboral constituye una prestación derivada del sistema de seguridad social, y los eventuales conflictos que puedan surgir entre las entidades que, según el articulo 41 de la Ley 100 de 1993, se encuentran obligadas a emitir tal dictamen y el afiliado que lo solicita- porque aquellas lo niegan o lo retardan-, son ejemplos típicos que corresponde conocer a la jurisdicción laboral y de la seguridad social, según la regla de competencia definida por el artículo 2 del Estatuto Procesal del Trabajo.


3.2.1. Anotado esto, la Sala observa que, en principio, el accionante dispone de las acciones ordinarias laborales para controvertir la decisión de la EPS SaludCoop de negarse a calificar su pérdida de capacidad laboral argumentando la suspensión de su afiliación. Sin embargo, analizado en concreto, dicho mecanismo de defensa judicial no resulta lo suficientemente eficaz para asegurar la protección urgente e inaplazable a los derechos fundamentales invocados, por cuanto se trata de una calificación que el señor Arenas Dueñas ha perseguido infructuosamente por más de 1 año y medio probablemente con el fin de obtener una pensión de invalidez, debiendo además, afrontar una situación de desempleo por su misma discapacidad que le impide desempeñarse laboralmente en condiciones normales, y paraliza cualquier ánimo contractual de los empleadores.


Visto así, no se trata en este caso de un debate en torno a la estricta idoneidad del medio judicial principal, pues la acción ordinaria en el asunto estudiado es idónea en orden a proteger los derechos alegados y puede asegurar los mismos efectos que se lograrían con la tutela. El punto que cobra importancia, y del que se deriva la procedibilidad definitiva de esta acción constitucional frente a otros medios de defensa, es precisamente que estos no son lo suficientemente expeditos frente a la situación particular del accionante, que sin contar con otros medios económicos y estando discapacitado, demanda una protección inmediata.”

Según la historia clínica que se anexó al amparo
, el demandante padece, entre otras patologías de “síndrome de manguito rotador, “síndrome de abducción dolorosa del hombro, gonartrosis primaria bilateral, fascitis, trastorno mixto de ansiedad y depresión, insomnios”.

Patologías que, según apuntó, además de empeorar progresivamente su salud, menguan notablemente  su capacidad para llevar a cabo los laboríos agrícolas a los que se dedica; circunstancias que, a juicio de la Sala, hacen procedente el amparo, habida cuenta de que resultaría desproporcionado que tuviera que someterse a un proceso ante la jurisdicción ordinaria, en el que tendría que prorrogar largamente la resolución del caso.    
Absuelto lo que toca con la procedibilidad del trámite, es preciso, para el análisis, recordar lo que en el de marras viene sucediendo: 
El señor Luis Darío Idárraga el 31 de mayo del presente año radicó, ante Colpensiones, una solicitud tendiente a que fuera calificada su pérdida de capacidad laboral, a ella, según informó, anexó copia integral de su historia clínica, sin embargo el 21 de junio la entidad lo requirió, para que, en el término de un (1) mes, aportara “(…) HISTORIA CLÍNICA NO MAYOR A SEIS MUSES DE CONSULTA EXTERNA COMPLETA DE REUMATOLOGÍA/ORTOPEDIA, NEUROLOGÍA, PSIQUIATRÍA Y UROLOGÍA LEGIBLE CON FIRMA Y SELLO QUE INDIQUE DIAGNOSTICO, PRONOSTICO, SECUELAS Y TRATAMIENTO”. (sic) (f. 9, c. 1)
Frente a lo cual mediante derecho de petición del 25 de julio le solicitó a Colpensiones proceder con el trámite, teniendo en cuenta que él ya había aportado esos documentos; adicionalmente pidió que, de ser necesario, la entidad accionada pusiera a disposición suya los medios económicos, administrativos y logísticos, para acceder a las nuevas valoraciones solicitadas (f. 10 a 12, c.1).  

Ya durante el trámite de esta acción de tutela, que se interpuso el 18 de septiembre de 2018, el 26 de septiembre siguiente, Colpensiones emitió una contestación y en ella explicó (f. 43, c.1): 

Una vez revisadas las bases de datos y nuestros aplicativos de Colpensiones podemos indicar lo siguiente:

Usted a través del Radicado No. 2018_6338008 del 31 de mayo de 2018, solicito el trámite de calificación de pérdida de la capacidad laboral, pero validada la documentación que aporto se determinó que era indispensable que aportara la siguiente documentación la cual se requirió mediante el oficio No. BZ 2018_6338008 - 1821243 del 21 de junio de 2018, requiriendo"...historia clínica no mayor a seis meses de consulta externa competa de reumatología / ortopedia, neurología, psiquiatría y urología legible con firma y sello que indique diagnóstico, pronostico, secuelas y tratamiento...’’, el oficio fue entregado el 26 de junio de 2018 debidamente validado con el número de guía GA87021337249.

Usted aporto la documentación requerida el día 27 de julio de 2018, pero después de validar dicha documentación fue necesario solicitarle mediante el oficio No. BZ 2018_6338008 - 2315780 del 01 de agosto de 2018 "...valoración ambulatoria completa no mayor a seis meses (2018) de médico especialista en ortopedia indicando goniometría de hombros y rodillas, urología neurología y psiquiatría legible con firma y sello que indique diagnóstico, pronostico, secuelas y tratamiento...", el oficio fue entregado el 08 de agosto de 2018 debidamente validado con el número de guía GA87021617443.

Teniendo en cuenta que usted no aporto la documentación en los términos de ley frente a la última solicitud, fue necesario dar aplicación al "...artículo 17 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, establece que se entenderá que el peticionario ha desistido de la solicitud cuando no satisfaga el requerimiento en el término legal de un (1) mes motivo por el cual le informamos que el trámite de la referencia ha sido cerrado, sin embargo, una vez tenga la documentación requerida, podrá radicar nuevamente la solicitud...’’, por lo cual se cerró la solicitud de pérdida de la capacidad laboral.

Siguiendo con el análisis, y sin perder de vista lo expuesto, vale traer a cuento el precedente jurisprudencial que sobre la cuestión aquí debatida se ha sentado. En sentencia T-854 de 2010, la corte constitucional expresó:  





“Por consiguiente, los dictámenes que emitan las Juntas de Calificación de Invalidez deberán contener los fundamentos de hecho que dieron origen a la calificación. Tales situaciones de hecho se soportan con la remisión que debe hacer tanto el interesado como las Empresas Prestadoras de Salud del material médico que sustente el diagnóstico del solicitante tales como la historia clínica, los exámenes, las valoraciones, tratamientos médicos y reportes.





Ahora bien, si la información suministrada por la EPS a la Junta de Calificación de Invalidez, le genera duda a los calificadores sobre el diagnóstico del aspirante ya sea porque la información es incompleta o insuficiente tiene entonces la EPS que realizar los exámenes, pruebas y valoraciones médicas que permitan a los calificadores tener un concepto claro de las patologías padecidas por el aspirante.  

(…)





De igual modo, el artículo 36 del decreto 2463 del 2001 establece que las Juntas de Calificación de Invalidez podrán ordenar la práctica de exámenes complementarios o la valoración por personal especializado, incluso distintos a los que figuren en la historia clínica, cuando a su juicio se requieran y para tal efecto lo requerirán de la entidad promotora de salud. En el proceso de calificación de pérdida de la capacidad laboral, tanto en la fase a cargo del médico laboral como frente a la Junta de Calificación de Invalidez, la normatividad vigente consagró un deber a cargo de las EPS como actor fundamental en el proceso de calificación de la invalidez de remitir la información de carácter médico completa e idónea para sustentar el hecho que motiva el reconocimiento o negación de la pensión de invalidez y si la información enviada no es suficiente y persiste en los calificadores inseguridad o duda debido a que no cuenten con los suficientes elementos de juicio sobre los daños o deterioros sufridos por el solicitante, tales entidades en su deber asistencial deberán practicarle a sus afiliados todos los procedimientos médicos solicitados tales como exámenes, pruebas, valoraciones, revisiones especializadas etc. con el fin de determinar con claridad la incidencia de tal diagnóstico en la pérdida de la capacidad laboral.” (Se destaca)




Y más recientemente esa misma Corporación señaló:





“En ese sentido, la jurisprudencia ha identificado que se vulnera el derecho a la valoración de la pérdida de capacidad laboral en diferentes circunstancias. Puede ocurrir cuando se niega la práctica de la valoración, o cuando se imponen barreras injustificadas para la misma, a pesar de que la entidad está obligada a llevarla a cabo. Las dos circunstancias pueden ser violatorias de los derechos fundamentales del accionante. Así también lo han mencionado otros pronunciamientos de esta Corte que además resaltan, que la vulneración se efectúa contra una persona en estado de indefensión. Por ejemplo, la sentencia T-038 de 2011 sostiene:





“Ahora bien, la vulneración de los derechos fundamentales por la negación del derecho a la valoración no sólo ocurre cuando ésta se niega, sino cuando no se práctica a tiempo, complicando en algunos casos la situación del afectado. En ambos (sic) situaciones la consecuencia de negarlo o dilatarlo en el tiempo afecta gravemente a la dignidad humana poniendo a quien pretende ser beneficiario de la pensión de invalidez en una grave situación de indefensión.”…





Perfilado así el asunto, a juicio de la Sala, la carga que Colpensiones le impuso al accionante desconoce los lineamientos jurisprudenciales expuestos, en la medida que pudo la administradora de pensiones, en uso de sus facultades, adelantar las gestiones necesarias para obtener los exámenes, pruebas, valoraciones y/o revisiones especializadas con el fin de determinar con claridad, la incidencia del diagnóstico del accionante en su pérdida de la capacidad laboral. 




Además resulta desproporcionado y escaso el tiempo, solo un mes, que se le concedió al actor para allegar la cantidad de documentos solicitados, cuando son conocidas las diversas dificultades que deben soportar los afiliados a la hora de obtener una cita para que les sea practicada cualquier valoración médica, eso sin contar la espera adicional para conocer sus resultados. 





Corolario de lo expuesto, se revocará la sentencia impugnada que protegió únicamente el derecho fundamental de petición, punto en el cual se declarará superado el hecho que dio origen a la transgresión, para en su lugar, amparar el derecho fundamental a la seguridad social del accionante.





Por ello, recalcando lo ya explicado sobre legitimación en la causa por pasiva que le asiste, en forma exclusiva, a la Dirección Laboral de Medicina Laboral de Colpensiones, se le ordenará a esa dependencia adelantar, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, las gestiones necesarias ante la Nueva E.P.S, aseguradora a la cual, según se desprende de los anexos, (f. 17, 18 y 22, c.1) se encuentra afiliado el accionante, para que le sean practicados todos los exámenes requeridos con el fin de obtener la calificación sobre la pérdida de su capacidad laboral.





Por la misma razón, se adicionará el fallo para absolver a las demás dependencias que fueron citadas al asunto.





Ésta decisión, valga decir, es armoniosa con el precedente de esta Sala, que en casos de similares contornos, impartió semejantes resoluciones
-
.  

 



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia del 2 de octubre de 2018, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Luis Darío Idárraga, inició frente a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES.




En su lugar:





Se ORDENA al Director de Medicina Laboral de Colpensiones adelantar, en el lapso de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, las gestiones necesarias ante la Nueva E.P.S., para someter al demandante a los exámenes requeridos para que se proceda a la calificación de pérdida de capacidad laboral. 





Se declara SUPERADO EL HECHO que dio origen a la interposición del amparo, en lo que toca con la pretensión de que se absuelva el derecho de petición radicado el paso 27 de julio de 2018.   





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.  

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA                  
� A folio 14 del cuaderno principal puede observarse la guía de correspondencia, relacionada con la entrega del petitorio ante Colpensiones. 


� Sentencia T-646 de 2013, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� F. 15 a 24 del cuaderno principal 





� Sentencia T-399 de 2015, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado








� TSP, SCF, Rad. 66001-31-10-003-2018-00420-01 19-09-2018, M.P. Claudia María Arcila Ríos


� TSP, SCF, Rad. 66001-31-03-005-2018-00630-01 04-10-2018, M.P. Claudia María Arcila Ríos
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